STJSL-S.J. – S.D. Nº 003/21.-

--En la Provincia de San Luis, a diecisiete días del mes de marzo de dos mil veintiuno, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE OMAR FERNÁNDEZ, DIANA MARÍA BERNAL y CECILIA CHADA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “BARSANTTI ANA BELEN c/ DEL REY BASILIA s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 249502/13.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, y habiendo asumido los Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, JORGE OMAR FERNÁNDEZ y DIANA MARÍA BERNAL se procede a la votación en el siguiente orden: CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión de este Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el recurso de casación intentado?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?  

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior ¿Cuál es la Ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la Ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: 1) Que en ESCEXT Nº 11267253, de fecha 29/03/2019, la parte demandada interpone recurso de casación en los términos de los arts. 286, 287 s.s. y concordantes del CPCC en contra de la Sentencia Definitiva Número Veintinueve de fecha veintiséis de marzo del año dos mil diecinueve, dictada por esta Cámara de Apelaciones Nº 1 de Villa Mercedes, que en lo pertinente resolvió rechazar el recurso de apelación, confirmando en todas sus partes la Sentencia Definitiva Nº 161 de fecha 07/09/2018.

Que esta última resolución hizo lugar parcialmente a la demanda interpuesta, condenando a los demandados BASILIA DEL REY Y/O JOSÉ SEBASTIAN MAGALLANES Y/O CHACINADOS DON PEPE S.R.L. Y/O QUIEN RESULTE RESPONSABLE, a pagar a la actora la suma de $ 72.972 (pesos setenta y dos mil novecientos setenta y dos) en concepto de diferencias salariales por 17 meses, indemnización sustitutiva de preaviso, indemnización por antigüedad, vacaciones no gozadas, e indemnización art. 182 de la L.C.T, con más un interés igual a la Tasa Activa Cartera General (préstamos), nominal anual del Banco de la Nación Argentina, a contar desde el 15 de enero de 2013 y hasta su efectivo pago.
Para así resolver tuvo por acreditada la existencia de la relación de dependencia con la demandada, y la injuria grave que motivó el despido indirecto de la trabajadora, como así también, por demostrada la oportuna comunicación de embarazo conforme exige el art. 178 de la L.C.T.

2) El recurso de casación es fundado en ESCEXT Nº 11374740, de fecha 14/04/2019.
3) Que preliminarmente corresponde examinar el cumplimiento de los recaudos formales impuestos por los artículos 286 y siguientes del CPC y C para la admisibilidad de la impugnación.
Que, surge de las constancias de la causa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término (art. 289 CPC y C), la resolución impugnada es una sentencia definitiva (art. 286 CPC y C), y la recurrente ha cumplimentado con el depósito casatorio (art. 290 CPC y C), por lo que en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a del CPC y C, debe considerarse que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

En consecuencia, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINSGTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ, comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: 1) Que al fundar el recurso la demandada plantea la “INCORRECTA INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN ART. 182 Y 177 L.C.T. – RECHACE INDEMNIZACIÓN AGRAVADA POR EMBARAZO – NO PARTICIPACIÓN DE PERSONAL MÉDICO EN LA CONFECCIÓN Y FIRMA DEL CERTIFICADO – AUSENCIA DE REQUISITO FORMALES – CERTIFICADO DESCONOCIDO SIN PRUEBA DE CONFIRMACIÓN”.

En el punto señala que no existe un certificado médico, que el certificado acompañado no fue firmando por un médico sino por una licenciada en obstetricia que no es médica, por lo que sostiene que hubo una mala interpretación u omisión de aplicar el art. 179 de la LCT.

Ilustra sobre las diferencias existentes entre el médico obstetra y un licenciado en obstetricia en relación a su formación y funciones y concluye en que el certificado agregado en autos, que fue expresamente desconocido, es ineficaz.

Agrega, que no se ha dado cumplimiento a la obligación prevista en el art. 177 de la LCT en orden a la comunicación fehaciente.
Por otra parte, plantea la “INCORRECTA APLICACIÓN DEL ART. 23 L.C.T. – PREMATURA APLICACIÓN DEL PRICIPIO IN DUBIO PRO OPERARIO.”
En relación a ello, manifiesta que se han omitido valorar completamente las declaraciones testimoniales producidas por su parte, y que la sentencia se basó solamente en los contradictorios y falsos testimonios de la actora.

Señala que en el análisis arbitrario de los testimonios (que es lo único que hay) el juez hace entrar en juego la presunción del artículo 23 LCT, equivocadamente, ya que de los testimonios de la parte actora no se desprende la existencia de relación laboral, máxime si se contraponen con los testimonios de la parte demandada.
Refiere puntualmente a los testimonios de Martinez, Sosa, Guirín, Garbero y Pacheco, agraviándose de que injustamente se hayan dejado de lado los testimonios de su parte, condenándosela en base a elementos falsos que activaron la presunción del art. 23 LCT en contra de los criterios de la Cámara y del Superior Tribunal.

Manifiesta que si bien este artículo crea una presunción a favor del trabajador, en el sentido de que la sola prestación de tareas hace presumir la existencia del contrato de trabajo, la calidad de la prestación de servicios y las modalidades deben ser acabadamente demostradas, cosa que no ocurre en autos.

Arguye que resulta errónea la aplicación del art. 23 L.C.T., en este caso concreto SOLAMENTE basado en las famélicas, contradictorias y en los pocos creíbles testimonios aportados por la parte actora.-

Por último, sostiene la “INCONGRUENCIA ENTRE INTIMACIONES JUDICIALES INICIALES Y LO QUE SE RECLAMA Y LO QUE SE CONDENA – CONDENADOS NO INTIMADOS”.
Manifiesta que se ha violado el principio de congruencia ya que el reclamo original por el cual la actora se da por despedida y por el cual luego hace su reclamo es por empleo doméstico y contra la Sra. Del Rey, y la sentencia condena a una sociedad por trabajos realizados en el marco de empleado de comercio.

2) Que corrido traslado, la actora contesta en ESCEXT Nº 11598028, de fecha 15/05/2019, exponiendo los fundamentos que hacen a su derecho, los que debidamente considerados, tengo por reproducidos.
3) Que en actuación Nº 12557234, de fecha 23/09/2019, contesta vista el Sr. Procurador General, pronunciándose por el rechazo del recurso.

Al dictaminar, en lo sustancial, señala que: “Las observaciones se dirigen a cuestionar la valoración que de la prueba se ha efectuado en las instancias ordinarias, la que, con todo, no luce arbitraria ni forzada, la sentencia de la Alzada se circunscribe a la apreciación de los principios antes expuestos en el marco de valoración que le compete.”

4) Que en el análisis sustancial del recurso debe dilucidarse si en la sentencia recurrida se dan algunas de las causales invocadas, caso contrario, el recurso no podría prosperar.

Que esto es así ya que: “una de las características típicas de la casación es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés -el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado -objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2da. Edición, p.213).

Demarcado así el objeto casatorio, y luego de merituar la argumentación recursiva, debo concluir en que la misma es insuficiente para demostrar el error jurídico que se atribuye a la sentencia.

En efecto, surge manifiesto que la recurrente solo se limita a manifestar su disconformidad con la valoración de los hechos y pruebas que realizan los jueces de grado respecto a la acreditación de estado de embarazo y a la existencia de la relación laboral.

Así, tenemos que la Sentencia Definitiva Nº 29 consideró: “Que, analizada la prueba testimonial integralmente, resulta que los testigos aportados por la actora, resultan coincidentes, concordantes y convincentes en declarar que han visto a la actora trabajar desde el año 2011, que realizaba el trabajo de limpieza, porque la veían al ir a comprar al local, que trabajó para la demandada desde 2011 hasta el 2012 en que fue despedida, que la mayoría declaró que tomaron conocimiento que estaba embarazada porque ella se lo manifestó y la Sra. Martínez en su testimonio dice que trabaja en el aérea materna del Hospital y la vio ahí.” (Sic. )
“Sin perjuicio de ello, el embarazo queda acreditado con el depósito del certificado de embarazo en el Programa de Relaciones laboral.”
“Que en cuanto a los testigos de la parte de la demandada, si bien todos declaran no haber visto nunca trabajar a la actora para la demandada y que solo la vieron porque era amiga de la nuera de la Sra. Del Rey, lo cierto es que la mayoría tienen una relación que puede alterar la pureza del testimonio necesario para su inobjetable credibilidad ya que, o bien por ser empleados o vecinos o por relación comercial, -situaciones que no los excluye ni desacredita en sus testimonios-, los mismos deben ser analizados con mayor estrictez.”
“A esto, cabe sumarle las contradicciones entre los dichos de los testigos entre si e incluso los dichos de los testigos con los de la propia demandada…”
Por su parte, en relación a la condena en los términos del art. 182 LCT dijo: “Que surge que la actora mediante CDNº 83083407 de fecha 03/01/201 pone en conocimiento de su empleadora que se encontraba a su disposición en sede del Programa de Relaciones Laborales certificado médico extendido por la Lic. Fortunato que se encontraba cursando un embarazo de 10 semanas; por cuanto no tiene relevancia por quien fue expedido como sostiene en su agravio el demandado ya que lo que exige la ley es la notificación fehaciente del estado de embarazo de la trabajadora.” 

“Asimismo, entiendo que al no tratarse el embarazo de una mujer de una enfermedad que requiera diagnóstico médico, la exigencia de la parte de entender que no es válido la certificación del estado de embarazo cuando el mismo es certificado por una Licenciada en obstetricia, no es óbice para que el mismo sea atendido como prueba, ello, sin perjuicio que la obligación de la trabajadora de notificar el embarazo fue cumplida fehacientemente por telegrama y luego con la 19 Poder Judicial San Luis presentación de la certificación ante la Delegación de Relaciones Laborales de esta ciudad.”
Que respecto a lo decidido la demandada plantea la incorrecta interpretación y aplicación de los arts. 182 y 177 LCT controvirtiendo el valor judicial dado al certificado agregado en autos; y la incorrecta interpretación del art. 23 LCT, con fundamento en un análisis arbitrario de las testimoniales habidas en la causa.

Es decir, en esencia, lo que plantea como cuestión a decidir es la valoración probatoria que los jueces de primera y segunda instancia han hecho del material probatorio..
Que al respecto de ello, este Tribunal ha dicho: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado…En lo que respecta a la merituación de la prueba, los jueces son libres en la selección de los medios probatorios e indiciarios que los conducen a establecer los hechos, y de optar por aquellos que les ofrecen mayores garantías de eficacia en el descubrimiento de la verdad, ya sea omitiendo o haciendo prevalecer unos u otros, por lo que esta temática queda- por regla- excluida del control casatorio, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado.” (Cfr. entre muchos otros: STJSL-S.J. – S.D. Nº 079/19.- “JOFRÉ ESTELA MYRIAM c/ AGUILAR ALFREDO y OTRO s/ DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP N° 122986/3, sent. del 8.05.2019; STJSL-S.J. – S.D. Nº 211/18.- “DÍAZ OLGA IGNACIA c/ MANSILLA ÁNGEL RICARDO s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 259789/13, sent. del 11/10/2018; STJSL-S.J. – S.D. N° 065/14.- “CORREA, LUIS PABLO c/ VOLTELEC MATERIALES ELECTRICOS S.R.L. y OTROS s/ EMBARGO PREVENTIVO – LABORAL. RECURSO DE CASACIÓN.” Expte. Nº 12-C-2013 – IURIX Nº 104279/9 sent. 29/05/2014).

Que, por otra parte, en relación con la incongruencia que la recurrente plantea en el punto IV del escrito recursivo, debo señalar que el vicio de incongruencia, propio del recurso de inconstitucionalidad, es ajeno al recurso de casación.
Tal como se precisó en STJSL-S.J. – S.D. Nº 058/20, “GODOY CRISTIAN DANIEL c/ P.D.T. S.R.L. s/ EJECUTIVO - LABORAL -RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 257224/13, sent. de 14/04/2020: “El principio de congruencia se vincula básicamente a la forma en que los jueces y tribunales resuelven las cuestiones que les han sido sometidas con arreglo a la traba de la relación procesal, sin omisiones o demasías decisorias, sea, la conformación de la sentencia con el pedimento, irrevisible, en principio en casación.” (Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires • Manago, Carlos E. y otros c. Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires • 25/08/1980 • AR/JUR/2655/1980)
“…no debe olvidarse que, para analizar las transgresiones constitucionales o para determinar un criterio de justicia, existen otros remedios procesales que no son precisamente los moldes estructurales en que debe transitar el juez de casación… en tanto que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.”
En definitiva, es propio señalar que no es tarea de los jueces de casación el examen integral del proceso sino que su función se limita a confrontar la aplicación correcta del derecho a los hechos definitivamente juzgados en la sede de grado (Cfr. Juan Carlos Hitters. Técnica de los recursos extraordinario y de la casación. 2da edición. Ed. Librería Editora Platense. S.R.L. La Plata 1998, p. 280.)
Por ello, en razón de lo expuesto, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, considero que no se dan los presupuestos señalados en el art. 287 del CPC y C para la procedencia del recurso, por lo que corresponde desestimarlo. 
En consecuencia, VOTO a esta SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINSGTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: De acuerdo con lo resuelto precedentemente, corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto, con pérdida del depósito. ASÍ LO VOTO. 

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINSGTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. CECILIA CHADA, dijo: Las costas se imponen a la vencida (art. 68 del CPC y C y 111 del CP. Laboral). ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINSGTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. CECILIA CHADA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, diecisiete de marzo de dos mil veintiuno.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto, con pérdida del depósito.
II) Costas a la vencida.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE OMAR FERNÁNDEZ, DIANA MARÍA BERNAL y CECILIA CHADA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.
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